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CONSULTA PÚBLICA PREVIA

Trasposición del marco europeo de gestión de crisis bancarias y de seguros de depósitos. 
Dirección de correo donde dirigir las observaciones: audiencia@economia.gob.es
Pueden incluir sus observaciones cumplimentándolas en el propio documento.
Nombre y Apellidos o razón social:  Haga clic o pulse aquí para escribir texto.
Organización: Elija un elemento. 
La presente consulta tiene como objetivo recabar la opinión de las personas y entidades potencialmente afectadas por la transposición al ordenamiento español de la reforma del marco europeo de gestión de crisis bancarias y de seguros de depósitos y, particularmente, de las opciones nacionales que ha proporcionado el legislador europeo a los Estados Miembros. La reforma del marco de gestión de crisis bancarias afecta a la Directiva 2014/59 del Parlamento y el Consejo de 15 de mayo de 2014 por la que se establece un marco para la recuperación y la resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión, a la Directiva 2014/49 del Parlamento y el Consejo de 16 de abril de 2014, relativa a los sistemas de garantía de depósitos y al Reglamento (UE) 806/2014 en lo que respecta a las medidas de actuación temprana, las condiciones de resolución y la financiación de las medidas de resolución. 
El desarrollo normativo se estructurará, eminentemente, a través de un anteproyecto de ley modificativa de la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión, y del Real Decreto-ley 16/2011 de 14 de octubre, por el que se crea el Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito. Asimismo, deberá modificarse el desarrollo reglamentario de ambas disposiciones legales. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, y en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la presente consulta tiene como objetivo recabar, directamente o a través de organizaciones representativas, la opinión de las personas y entidades potencialmente afectadas sobre los siguientes aspectos de la futura norma señalada:

· Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa.

· La necesidad y oportunidad de su aprobación.

· Los objetivos de la norma.

· Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias.
Los interesados pueden realizar observaciones y comentarios en relación no sólo sobre cuestiones expresamente planteadas en el apartado d) de la presente consulta, sino sobre cualesquiera otras que consideren relevantes en relación con el paquete normativo de transposición.

a) Descripción de la propuesta. Antecedentes.
	La estabilidad del sistema financiero y la protección de los depositantes son objetivos esenciales de la Unión Bancaria. En este contexto, la Unión Europea ha desarrollado un marco común para la gestión de crisis bancarias que combina instrumentos de resolución y liquidación, buscando minimizar su impacto sobre la economía, evitar el uso de fondos públicos y salvaguardar el interés ciudadano en el curso de procesos que garanticen la colaboración entre autoridades europeas y nacionales, celeridad en el procedimiento y la seguridad jurídica. 
Dicho marco está encabezado por la Directiva 2014/59/UE del Parlamento Europeo y el Consejo, de 15 de mayo de 2014, por la que se establece un marco para la recuperación y resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión (en adelante, BRRD) y el Reglamento 806/2014 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 15 de julio de 2014, por el que se establecen normas uniformes y un procedimiento uniforme para la resolución de entidades de crédito y determinadas empresas de servicios de inversión en el marco de un Mecanismo Único de Resolución y Fondo único de resolución (en adelante, SRMR). La trasposición de la BRRD se llevó a cabo en España con la aprobación de la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión, que desarrolla el ámbito nacional de la resolución. Finalmente, el marco de gestión de crisis se completa con la Directiva 49/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, relativa a los sistemas de garantía de depósitos (en adelante, DGSD), transpuesta en nuestro ordenamiento mediante la inclusión de modificaciones al Real Decreto-ley 16/2011, de 14 de octubre, por el que se crea el Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito. 
Este marco ha sido recientemente reformado por el conocido como paquete de reforma del marco de gestión de crisis y garantía de depósitos (en adelante, paquete CMDI, por sus siglas en inglés) cuyo objetivo fundamental es ajustar y seguir reforzando el actual marco de gestión de crisis bancarias y garantía de depósitos de la UE, centrándose en los bancos medianos y pequeños. Dicho paquete de reforma está integrado por las siguientes normas: 
· Directiva (UE) 2026/806 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo de 2026, por la que se modifica la Directiva 2014/59/UE en lo que respecta a las medidas de actuación temprana, las condiciones de resolución y la financiación de las medidas de resolución y la Directiva 2014/24/UE en lo que respecta a los servicios de valoración en caso de resolución.
· Directiva (UE) 2026/804 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo de 2026, por la que se modifica la Directiva 2014/49/UE en lo que respecta al alcance de la protección de los depósitos, la utilización de los fondos de los sistemas de garantía de depósitos, la cooperación transfronteriza y la transparencia.
· Reglamento (UE) 2026/808 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo de 2026 por el que se modifica el Reglamento (UE) 806/2014 en lo que respecta a las medidas de actuación temprana, las condiciones de resolución y la financiación de las medidas de resolución
El paquete CMDI, entre otros cambios, facilita la resolución de entidades de menor tamaño, aunque no se trate de entidades sistémicas a nivel europeo, asegurando la disponibilidad de recursos. Para ello, se facilita el acceso a los recursos del fondo de garantía de depósitos en la gestión de las crisis bancarias, facilitando la protección de los depositantes y de la estabilidad financiera con el uso de fondos financiados por la industria y por lo tanto protegiendo al contribuyente del coste de crisis bancarias
Las opciones nacionales planteadas por el legislador europeo y objeto central de esta consulta se refieren al uso del sistema de garantía de depósitos en resolución o liquidación, los límites de la contribución del FGD en determinadas circunstancias, el alcance de la cobertura a determinados depósitos, la coordinación con sistemas institucionales de protección y la posible cobertura de sucursales en terceros países. Adicionalmente, se incorpora a la consulta la posibilidad de incorporar a nuestro ordenamiento el uso por el FGD de medidas en el seno de la liquidación, siempre que se garantice el acceso a los depósitos. 




b) Problemas que se pretenden solucionar con la nueva norma.
	La reforma se orienta a proteger la estabilidad financiera, al dotar a las autoridades de instrumentos más flexibles para gestionar la crisis de entidades bancarias medianas y pequeñas sin recurrir a la liquidación desordenada. Al facilitar soluciones de resolución y ventas ordenadas, se reduce significativamente el riesgo de contagio a otras entidades y al resto del sistema financiero, preservando el correcto funcionamiento de los mercados y evitando episodios de inestabilidad sistémica.
Asimismo, refuerza la confianza de los depositantes, ya que prioriza mecanismos que garantizan la continuidad del acceso a los depósitos, incluso en situaciones de crisis. La implicación del Fondo de Garantía de Depósitos y la preferencia de los depósitos en la jerarquía concursal contribuyen a transmitir un mensaje claro de protección y previsibilidad, reduciendo el riesgo de retiradas masivas de fondos y reforzando la disciplina y estabilidad del sistema bancario.
Por último, la reforma protege al contribuyente, en la medida en que limita la necesidad de recurrir a recursos públicos para hacer frente a crisis bancarias. Al ampliar el papel de los fondos financiados por el propio sector y mantener el principio de que accionistas y acreedores son los primeros en absorber las pérdidas, se evita la socialización de los costes de las quiebras bancarias y se refuerza el marco de responsabilidad y sostenibilidad fiscal.



c) Necesidad y oportunidad de su aprobación.
	La aprobación de esta norma resulta necesaria para transponer al ordenamiento jurídico español las modificaciones introducidas en la BRRD y en la DGSD por las directivas modificativas que conforman el paquete CMDI, garantizando su correcta aplicación y la coherencia del marco nacional con el derecho de la Unión Europea. Esta adaptación permite actualizar el régimen de gestión de crisis bancarias y de protección de depositantes, reforzando la seguridad jurídica y evitando divergencias regulatorias, al tiempo que ofrece la oportunidad de incorporar determinadas opciones y márgenes de discrecionalidad nacional previstos en la normativa europea que pueden contribuir a mejorar la eficacia de los instrumentos de gestión de crisis, adaptándolos a las características del sistema financiero español y facilitando una aplicación más proporcionada y eficiente del marco de resolución y liquidación. 



d) Objetivos de la norma.
	La norma tiene por objeto transponer al ordenamiento español la reforma del marco de gestión crisis y fondos de garantía de depósitos. Esta reforma busca preservar la estabilidad financiera, minimizando el contagio y favoreciendo transferencias ordenadas del negocio cuando sea procedente. A su vez busca garantizar la protección de los depositantes, así como su acceso continuado a los depósitos.  
Por otro lado, y de cara a garantizar una adecuada transición a la armonización y la culminación de la unión bancaria, contribuye a mejorar la previsibilidad y transparencia, así como criterios claros, procedimientos de decisión documentados y la publicidad, de modo que sea compatible con la gestión de crisis. 



e) Posibles soluciones alternativas, regulatorias y no regulatorias. 
	Dado que se trata de una trasposición, las diferentes alternativas nacionales que prevé el legislador nacional son el objeto principal de esta consulta pública. Se destaca que no existen alternativas no regulatorias, y que, en todo caso, pasan por una modificación tanto de la Ley 11/2015, de 18 de junio, como del Real Decreto-ley 16/2011, de 14 de octubre. 



Preguntas relativas a la cuenta de ahorro e inversión
1. Protección de determinados tipos de depósitos
	El artículo 5.2 de la DGSD, en su redacción dada por la Directiva 804/2026, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo de 2026, permite a los Estados miembros optar por incluir dentro del ámbito de protección del FGD los depósitos mantenidos por regímenes de pensión personales y por regímenes de pensión profesionales de pequeñas y medianas empresas. Esta opción nacional responde a la diversidad de los sistemas de previsión complementaria existentes en los distintos Estados miembros y a su estrecha vinculación con las políticas nacionales de ahorro a largo plazo.
En el contexto actual, caracterizado por el impulso público al desarrollo de regímenes de pensión profesionales para pequeñas y medianas empresas, resulta oportuno evaluar la conveniencia de ejercer esta opción, teniendo en cuenta que su aplicación podría reforzar la confianza de los partícipes y beneficiarios, pero también implica ajustes operativos y prudenciales para el sistema de garantía de depósitos, en particular en materia de criterios de elegibilidad, identificación y trazabilidad de los depósitos cubiertos, así como del régimen de contribuciones de las entidades de crédito.
Con el fin de recabar aportaciones técnicas y valorar adecuadamente los efectos de esta posible decisión, se plantean las siguientes cuestiones para consulta pública.
1.1 ¿Considera adecuado incluir los depósitos mantenidos por regímenes de pensión personales y/o regímenes de pensión profesionales de pymes dentro de la cobertura del FGD? 
Respuesta: Elija un elemento. 
1.2 En caso de optar por la inclusión, ¿qué condiciones adicionales (límites, requisitos de información, segregación de cuentas u otros) deberían considerarse para mitigar riesgos y garantizar una aplicación proporcionada?
Haga clic o pulse aquí para escribir texto.
1.3 ¿Procede establecer contribuciones diferenciadas o moduladas por riesgo para las entidades con mayor volumen de estos depósitos?
Respuesta: Elija un elemento. 




2. Concepto de “corto plazo” en los depósitos destinados a la adquisición de primera vivienda por persona física
	El artículo 6 de la DGSD, regula un régimen de cobertura por importe superior a 100.000 € aplicable a determinados depósitos que, por su naturaleza, reflejan situaciones excepcionales en la esfera patrimonial del depositante. Este régimen se aplica, en particular, a los depósitos resultantes de operaciones inmobiliarias relativas a viviendas de uso residencial privado, así como a aquellos vinculados a circunstancias personales relevantes del depositante, tales como el matrimonio, el divorcio, la jubilación, el despido, la redundancia, la invalidez o el fallecimiento, y a depósitos derivados del pago de prestaciones de seguros o de indemnizaciones por daños personales, lesiones penales o condenas erróneas. 
En lo que respecta a los depósitos derivados de operaciones inmobiliarias sobre viviendas de uso residencial privado, la reforma de dicho artículo 6 de la DGSD exige que para las operaciones de adquisición previstas o en curso en el momento de la declaración de inviabilidad de la entidad o declaración de concurso, los Estados miembros definan en su derecho nacional el concepto de “corto plazo”, como condición para la aplicación de la cobertura temporal reforzada. Corresponde a los Estados miembros concretar este concepto atendiendo a las prácticas del mercado inmobiliario nacional y al carácter estrictamente transitorio de estos depósitos, con el fin de evitar una extensión indebida de la protección ampliada.
Asimismo, para las transacciones inmobiliarias se permite a los Estados fijar el importe de la protección que debe estar entre 500.000 € y 2.500.000 €. Actualmente, no hay límite de importe. 
2.1 ¿Cómo debería definirse el concepto de “corto plazo” en relación con la cobertura ampliada de depósitos derivados de transacciones inmobiliarias?
Haga clic o pulse aquí para escribir texto.
2.2 ¿Qué tipo de documentación debería utilizarse como prueba del “corto plazo”?
Haga clic o pulse aquí para escribir texto.
2.3 ¿Debe la protección de los depósitos vinculados a transacciones inmobiliarias ascender al máximo de 2.500.000 € o, considerando el mercado español, debería ser un importe inferior?
Haga clic o pulse aquí para escribir texto.




3. Posibilidad de que el FGD lleve a cabo medidas alternativas a la liquidación
	El artículo 11.5 de la DGSD permite que los fondos de garantía de depósitos utilicen sus recursos para financiar medidas alternativas en el marco de una liquidación, con el fin de preservar el acceso efectivo de los depositantes a sus depósitos. Ello permite introducir un instrumento flexible que puede resultar más eficiente que el reembolso directo, al facilitar soluciones como la transferencia de activos y pasivos o del libro de depósitos y reducir potencialmente los costes, las disrupciones operativas y los riesgos de contagio. Ahora bien, el recurso a este tipo de medidas no está exento de riesgos y posibles efectos adversos en la medida en que implica la utilización del patrimonio del FGD, principal salvaguarda para hacer frente a futuros pagos a depositantes en caso de nuevas insolvencias. Esta merma de la capacidad financiera del FGD puede incrementar la probabilidad de contribuciones extraordinarias posteriores o generar tensiones en escenarios de crisis sistémica, razón por la cual la DGSD supedita expresamente estas intervenciones a determinadas condiciones y requisitos cuantitativos que actúan como salvaguardias destinadas a asegurar que la protección de los depositantes y la estabilidad financiera compensen razonablemente el riesgo asumido para la solvencia futura del propio sistema de garantía. 
Si bien este mecanismo ya estaba previsto como opción nacional en la versión original de la DGSD, la reforma de la normativa de gestión de crisis ofrece una ocasión propicia para plantear su incorporación al ordenamiento jurídico español. 
Adicionalmente, la transposición al ordenamiento español de la facultad del FGD de financiar medidas en el seno de la liquidación puede ser más efectiva si viene acompañada del diseño de un procedimiento específico de liquidación administrativa que actúe como cláusula de cierre del sistema. 
3.1 ¿Debe el marco español prever estas medidas alternativas (transferencias de activos y pasivos, depósito‑book transfer, etc.)?
Respuesta: Elija un elemento. 
En caso de Sí, señale cuáles: Haga clic o pulse aquí para escribir texto.
3.2 ¿El procedimiento concursal español permitiría la ejecución eficaz de las medidas alternativas previstas en el artículo 11.5 DGSD, o sería necesario introducir ajustes o mecanismos específicos para facilitar su implementación?
Haga clic o pulse aquí para escribir texto.




4. Otros: ¿Existe otra previsión de la reforma planteada del marco CMDI o de la regulación actual que considere deban reforzarse?
	Haga clic o pulse aquí para escribir texto.
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